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			Sinopsis

		

		
			Desde la manipulación de la historia a la utilización tramposa del diálogo, desde la captura de colegios profesionales y universidades a la compra de voluntades en los medios de comunicación privados, el nacionalismo ha utilizado todos los recursos a su alcance para monopolizar el poder en Cataluña. Este libro, que cuenta con algunas de las voces más relevantes y combativas contra este proceso totalitario, rastrea en todos los rincones de la vida política, económica y cultural de Cataluña y España.

			Con los textos de: Iñaki Ellakuría, Francesc de Carreras, Joan Llorach, David Hernández, Antonio Caño, Juan Pablo Cardenal, Arcadi Espada, Antonio Robles, Carlos Conde, Gloria Lago, Antonio Jimeno, Ana Losada , Teresa Freixes, Sergio Fidalgo, Daniel Tercero, José María Albert de Paco, Pedro Gómez Carrizo, Andreu Jaume , Pau Guix, Vicente Royuela, Ricardo García Cárcel, Jordi Canal, Javier Barraycoa, Vidal Quadras, José Domingo , Ramón de Veciana, Carlos Rivadulla, Oriol Trillas, Lluís Grande, Antonio Santamaría, Tomás Guasch, Santiago Trancón, Francisco Caja, Santi Mondéjar, José Alejandro Vara, Pablo Planas, Eduardo López Dóriga, Albert Soler, Iván Teruel, José María Fuster Fabra, Rafael Arenas, Chantal Moll, Pilar Barriendos, Félix Pérez Romera, Ignacia de Pano, López Alegre, Joaquim Coll, Daniel Berzosa, Miquel Escudero y David Jiménez Torres.

		

	
		
			El libro negro del nacionalismo

			La ideología totalitaria que ha conducido a Cataluña al desastre

			Coordinado por Miriam Tey, Sergio Fidalgo, Juan Pablo Cardenal y Pablo Planas
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			Prólogo

			Carta a mis nietos 
Para que comprendan lo fácil que resultó destruir el equilibrio y el buen sentido de una comunidad de ciudadanos que vivían en buena armonía

			Albert Boadella
Dramaturgo y escritor

			Es un hecho elemental que la mayoría de la gente mantiene adherencias sentimentales con su lugar de nacimiento. Lo con­sideramos algo común y no nos causan extrañeza esa clase de querencias, mientras no supongan una desmedida falta de objetividad con relación al territorio, ni que ello implique actitudes hegemónicas o discriminatorias.

			Cuando alguien nos dice que su pueblo es el más bello del mundo, que su cocina es la mejor y que sus gentes, las más nobles y valientes del planeta, pues lo escucharemos con indulgente escepticismo. Pensaremos que prefiere imaginarse el entorno tal como desearía y no como es en realidad. No obstante, si por ser de aquí o de allí, se erige ante nosotros a un nivel superior, entonces nos sentiremos molestos e incluso humillados.

			Si seguimos el proceso de esas naturales tendencias emocionales, se entiende que la primera adherencia sentimental sería la madre, después el padre, la familia, la casa, el barrio, el pueblo o ciudad, la comarca, la línea divisoria de la nación, el núcleo cultural en un sentido amplio (por ejemplo, cultura mediterránea) y, finalmente, como idea utópica, el mundo de una forma global: «Soy ciudadano del planeta» es un concepto que exhiben al­gunas personas para afirmar su equidistancia con los ímpetus nacionales. Sin embargo, suele ser algo fingido. Es una emoción que quizá pueda sentir el astronauta mirando la Tierra desde el espacio, pero no corresponde todavía a un sentimiento generalizado.

			En cualquier caso, podríamos considerar que cuanto mayor es el número de hectáreas, de culturas, de razas y cultos que una persona establece como suyos, mayor será el grado de ecuanimidad en sus apegos. O, dicho de otro modo, hacerse adulto significa ampliar el espacio de adhesiones sentimentales.

			Toda esa parte de nuestra vida que afecta a los sentimientos territoriales no tendría mayor alcance si no fuera porque ha sido el origen de mucha sangre y muchas calamidades a lo largo de la historia. Muy especialmente en la historia del siglo XX, con la irrupción de los nacionalismos. Por nacionalismo me refiero a la ordenación del sentimiento territorial bajo una delimitación administrativa muy precisa en sus fronteras, y cuyo núcleo encuadra una versión imperativa y detallada del apego étnico. Este contexto es fundamental en la provocación de las dos mayores matanzas y genocidios que ha perpetrado el género humano. La Primera y la Segunda Guerra Mundial.

			El primer recuerdo de mi niñez sobre esta delimitación del sentimiento territorial proviene de una frase muy significativa por parte de una vecina de mi casa. En el barrio donde vivía en Barcelona se había producido un violento atraco a un banco, y la vecina, muy excitada por el incidente, después de relatar a mis padres todos los pormenores del suceso, concluyó en tono tranquilizador diciendo: «Por fortuna, los atracadores no eran catalanes, eran de por allí abajo». Ese «por allí abajo» venía a indicar más allá del Ebro. La expresión ya inducía un toque xenofóbico al suceso.

			Tenía pocos años, pero enseguida percibí que nosotros éramos superiores a los de «allí abajo» y, además, éstos no eran de fiar. No hablaban como yo en catalán. Un detalle muy determinante para establecer la diferencia. Entonces los llamábamos xarnegos.

			A lo largo de mi vida podría citar multitud de situaciones parecidas en Cataluña, pero para invertir los papeles, os diré que años más tarde, y ya adolescente, también me veía defendiendo esa territorialidad en París. En el liceo donde estudiaba, el profesor de dibujo osó decir que Picasso era un gran pintor francés. Con lo cual salté como una hiena gritando: «¡Monsieur! ¡¡Picasso es español!!». Y así encendí una furiosa polémica en la que, finalmente, el monsieur tuvo que aplicar su autoridad para silenciarme. ¿Qué defendía yo? Porque, para mi gusto, Picasso pintaba mamarrachadas parecidas a las mías. Yo no defendía al pintor. Yo defendía el territorio y el orgullo de haber nacido allí como aquel famoso. Llevaba ocho años en Francia, incluso me emocionaba cantando La Marsellesa, pero esos residuos del terruño permanecen enquistados en lo más profundo de la mente. Son adherencias vinculadas a la parte más irracional de nuestro ser y que sólo la razón puede tamizar. Cito esas anécdotas porque en los últimos cuarenta años de mi vida he asistido en Cataluña al trastorno, al descontrol y a la perversión de los naturales sentimientos de arraigo a un territorio.

			Cuando lo que designamos como «nuestros rasgos diferenciales colectivos» van más allá de un par de danzas, dos o tres platos típicos y unas fiestas o costumbres tradicionales, el tema entra en una zona de alto riesgo. Esos rasgos se instalan entonces en el terreno moral. Lo cual significa establecer diferencias en los caracteres y atributos personales de sus ciudadanos. Diferencias por el simple hecho de haber nacido en un lugar y no en otro. Razón por la cual nuestros supuestos rasgos serán siempre me­jores que los del territorio vecino. Si no, ¿para qué resaltar las diferencias? Si, además, tales figuraciones se instrumentalizan, dándoles forma político-administrativa, pues el conflicto está servido.

			Más allá de las expresiones folklóricas, no existe ninguna razón sensata para sostener hoy diferencias caracterológicas colectivas entre los grandes espacios culturales. En nuestro caso, me refiero al ámbito de la herencia greco-romana y más concretamente a la cultura cristiana. Por mucho que intentemos delimitar, no existen atributos relevantes entre un ciudadano de Cáceres, de Roma, de París o de Atenas para no poder compartir una sociedad con valores y normas muy similares.

			Sin embargo, para un dirigente político, excitar los sentimientos y las querencias emocionales del territorio es una estrategia infalible y, además, de resultados inmediatos. Significa la utilización política de los sentimientos en vez de promover la política de la razón. Si a ello sumamos la inducción supremacista, la exaltación de signos y valores superiores del territorio, y la referencia al enemigo común que ha impedido el crecimiento y la gloria de la supuesta nación, tenemos un cóctel explosivo. Eso es una tentación de todo líder político. Desde el alcalde al presidente. Incita un sedimento emocional latente en cualquier persona. Sólo la ética y la honradez serán el antídoto que impedirá al dirigente ceder a la facilidad del discurso sentimental tantas veces funesto.

			Esa forma de incitación colectiva al sentimiento de adherencia territorial transformó una comunidad de ciudadanos libres como era Cataluña en una tribu de pensamiento único. ¿Y por qué la llamo tribu? Es tribu porque se impone una sola forma de comportarse ante los apegos y querencias del territorio y sus mitos. Hay razones de esta situación en los sedimentos del pasado, hay razones en el contexto de toda la política española, pero por encima de todo hay una razón esencial en la época moderna: el empeño de un hombre que se convierte en la figura clave para esa transformación. Este hombre fue Jordi Pujol.

			Sin el ídolo personal instigando los impulsos sentimentales de un colectivo humano, el invento no acaba de cuajar. Es más, nada de lo que hemos visto en los últimos años hubiera sucedido sin esta figura estratégica. Pujol supo cómo conectar, manipular y encubrir el sentido de aquella frase de la vecina ante el atraco: «No eran catalanes. Eran de allí abajo». Establece un plan a largo plazo basado en la lengua como efectivo militar. Esta lengua será el principal factor que marcará la catalanidad del ciudadano. Subliminalmente, el castellano se presenta como el idioma del invasor. Los medios de comunicación del Gobierno y el periodismo comprado ya se ocuparán de ello.

			Obviamente, la exigencia del catalán no es sólo en lo ortográfico, sino que encierra una sutil manipulación del lenguaje. Por ejemplo, en el término «Cataluña y España», «los catalanes y los españoles», funciona tan bien esa segregación lingüística que el resto de los ciudadanos y políticos españoles la utilizan hoy de forma corriente, como si Cataluña no fuera del todo España. Es sólo un detalle, cierto, pero un detalle muy sustancial en la importancia de asentar un lenguaje nacionalista. ¿Quién no ha caído en esa trampa?

			Pujol sabe aprovechar muy bien el gran error que cometió la transición: el traspaso de las competencias de educación a las comunidades autónomas. Un error en lo político y también un error en la enseñanza. A través de ello consigue adoctrinar a las nuevas generaciones con una historia de ficción, manipulada para señalar al enemigo común y sus agravios históricos. Sin enemigo no hay nacionalismo. Sólo necesita un último detalle del resto de los españoles. Tiene que afianzarse la idea de que Cataluña fue la gran víctima de la dictadura. No lo fue Extremadura, ni Castilla ni Andalucía. De esta manera consigue el éxito de la reclamación constante. Una deuda que pagar por el resto de los ciudadanos españoles, que bajo la mirada de esta nueva Cataluña son siempre sospechosos de tendencias fascistas. La Cataluña que vitoreaba mayoritariamente a Franco desaparece de la historia. En cambio, él sabe pintar el nacionalismo como un movimiento progresista, muy bien considerado por la izquierda. Porque a pesar de que Pujol lidera un partido de centroderecha, coloca en los puestos clave de la propaganda nacional catalana a los comunistas. En definitiva, el Estado admite la deuda y dota al Gobierno nacionalista catalán con todo lo que reclama.

			El bagaje ideológico con que adoctrina está estrechamente ligado a un plan a largo plazo para que las nuevas generaciones sean ya consecuencia directa de este paisaje sentimental y reaccionen en su momento. Es evidente que, sin una buena dosis de hipocresía, no hubiera cuajado una empresa semejante, ya que el núcleo de ese programa podía alertar a las estructuras del Estado del gran riesgo que suponía. Y aquí es donde Pujol muestra su mayor talento para interpretar un doble personaje. Hombre de paz y concordia en Madrid e instigador de la fobia en Barcelona.

			No obstante, para conseguir este rotundo éxito no es suficiente con la efervescencia sentimental de la masa, hay que obtener la colaboración de fuerzas menos emotivas y más pragmáticas ante el asunto patriótico. Me refiero a todo lo que engloba el mundo financiero. Para ello, es necesario establecer un sistema que distribuya prebendas a los sectores empresariales, mercantiles y bancarios con el fin de sumarlos a la gran causa nacional. O sea, un estado de corrupción encubierta. Quedarse fuera de este sistema mafioso significa ser marginado de las oportunidades que se ofrecen a los partidarios a través del erario público de la comunidad. Esta corrupción, extendida en todos los ámbitos, desde el presidente y familia hasta la última asociación nacionalista, está tan sibilinamente tramada que sólo aparece públicamente en casos muy excepcionales. Durante años se hablará en España del oasis catalán. Pero ¿qué era este oasis? Era el inmenso silencio sobre lo que ocurría. Un silencio cuya permanencia no hubiera sido posible sin la colaboración de los medios y una parte de la judicatura.

			Lo que sucede después ya es otra cosa. Los herederos de Pujol tienen intenciones, plazos y estrategias distintas ante la liberación de la patria. Y entonces, buscando el protagonismo personal, precipitan los hechos. Unos hechos que estaban planeados pensando que la fruta caería por madura. La falta de un buen líder distorsiona el procés y lo hace estallar fuera de tiempo, con las consecuencias que hemos visto y sufrido los españoles. Consecuencias que han afectado y degradado toda la política na­cional.

			Una vez rota la trama afectiva que nos unía al resto de España, se hace muy complicada su recomposición. Se han roto hábitos que quizá eran los auténticos signos diferenciales. Por ejemplo, el bilingüismo. Antes pasábamos de una lengua a otra sin percibirlo. Especialmente cuando nos dirigíamos a una persona que no hablaba catalán. Hoy, esto ya no es así. Ahora la lengua es armamento militar para defenderse del supuesto adversario, y eso sucede porque la cruda realidad es que gran parte del plan Pujol ha triunfado.

			Hoy tenemos dos generaciones educadas en el odio a todo lo español. Un hecho que ha derivado en un fenómeno de gran riesgo social: la unión en el odio. Admitiréis conmigo que la alianza en el odio tiene mucho más poder de sugestión que la alianza en los afectos. Eso ha producido un vuelco radical en los objetivos secesionistas. Ahora ya no es la quimera de una independencia para construir una supuesta arcadia feliz. Ahora es sólo la obsesión por desquitarse del enemigo que ha sido pintado con talante totalitario y opresor. Una peligrosa ficción que instiga la paranoia sin control que afecta a más de dos millones de ciudadanos. Esa alianza en los sentimientos negativos tiene reflejos religiosos en su vertiente sectaria. Necesita de una fe ciega. No hay refle­xión ni diálogo posible con ellos porque las razones del sentimiento personal forman parte de un plano imposible de medir, ¿Quién mide sentimientos? No quiero decir con ello que la totalidad de los ciudadanos que viven en Cataluña colaboren en este delirio. Ni tan siquiera la mitad.

			Sin embargo, ante la apropiación ilegítima del erario público, de los sentimientos, del territorio y del adoctrinamiento a nuestros jóvenes, la respuesta ha sido muy exigua. Somos pocos los que nos hemos enfrentado directamente, asumiendo las consecuencias y las represalias del nacionalismo.

			A los que sois jóvenes no deberían encandilaros las falsas imágenes revolucionarias que difunden los nacionalistas. Esos nuevos niñatos que cortan autopistas, queman, pintan o destruyen no tienen ni la justificación de la rebelión generacional, lo hacen con la colaboración de la policía y el aplauso del gobierno regional. Su patria es el odio a un enemigo de ficción. Ante ello me declaro traidor a esta supuesta patria. Ser considerado traidor a la patria oficial es a veces muy útil y necesario cuando está amenazada la libertad y la igualdad que son los pilares fundamentales por los que hoy deberíamos sentir nuestro máximo apego a un territorio. Por encima de canciones, bailes, cocinas, paisajes, tradiciones o estandartes.

			A mí me gusta la versión de patria que expresó mi colega griego Aristófanes hace 2.400 años: «Donde se está bien, allí es la patria». Me sirve esta descripción para considerar que mi patria es España. Se está muy bien aquí a pesar de esos destructores. Me siento amparado por unas leyes que protegen mi libertad y la igualdad de todos los ciudadanos. Llegar hasta aquí ha significado un inmenso esfuerzo altruista de millones de personas. Y eso sí configura una patria. Por lo demás, me gusta su paisaje, tan diverso como sus gentes, y no digamos el largo historial de artistas formidables, incluso me gusta la paella, las tapas o los toros... Muy bien, pero no debemos olvidar que hoy existen muchos ciudadanos lúcidos y sensatos que se esfuerzan en ampliar esas razones de patria al conjunto de Europa. Y eso es una voluntad muy esperanzadora. Ampliar las adhesiones territoriales. Ampliar los sentimientos solidarios. Lo digo para que no caigamos en mitologías en eso de «ser de un lugar».

			La aproximación más popular e internacional a lo que es España, en el mismo plano que El Quijote, es la ópera Carmen, con música de Bizet y libreto de Prosper Mérimée. Los dos franceses de nacimiento. Y Bizet no había pisado nunca España.

			Cuando en París mi profesor aseguraba que Picasso era francés, pues tenía razón. Allí desarrolló su obra, ganó fortunas, vivió como un rey, fue venerado e hizo el amor con infinidad de francesas que era lo que más le gustaba. Murió en Francia y allí está enterrado.

			Y como catalán, aún os digo más. Las dos bellas piezas musicales que retratan mejor el sentimiento de la danza española son el Fandango, del padre Antonio Soler, nacido en Olot, y el fandango Doña Francisquita, de Amadeo Vives, nacido en Collbató, un pueblo a los pies de la montaña de Montserrat.

			Y os cito esos detalles porque enlazan con la clarividente descripción que hizo nuestro gran escritor Josep Pla sobre lo que es un catalán: «Un catalán es un español cien por cien, al que le han dicho que tiene que ser otra cosa».

			Y cuando alguien organiza la otra cosa, entonces empieza la catástrofe.
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			Cuando el independentismo rompió con la legalidad

			Iñaki Ellakuría
Periodista

			La cara descompuesta del exconsejero de Interior de la Generalitat Joaquim Forn a su llegada el 31 de octubre de 2017 al aeropuerto de Barcelona, tras haber huido con Carles Puigdemont y otros miembros del Ejecutivo catalán a Bruselas, después de ser cesados mediante la aplicación del artículo 155 de la Constitución, es el retrato de quien descubre con la amargura de lo inesperado la momentánea derrota del procés y un mundo personal de creencias que se derrumba. Recibido en la terminal de llegadas por una decena de personas con banderas de España, que lo increpan con gritos de «¡A prisión!», ni Forn ni la consejera Dolors Bassa, a los que se los ve aturdidos entre una marabunta de manifestantes, periodistas, mossos y turistas despistados, entienden lo que les está ocurriendo. Ellos que confiaban en su regreso para declarar ante la Audiencia Nacional, recibir el calor de un independentismo que, sin embargo, tras la aplicación del 155 ha desaparecido de escena.

			Voluntarioso, aventado y de carácter bonachón, escudero desde la década de 1990 en tantas aventuras nacionalistas de Oriol Pujol, el hijo del presidente Jordi Pujol metido en política y que acabará condenado por corrupción, Forn nunca fue el dirigente de Convergencia más listo, lo que explica que en julio de 2017 acepte sin dudarlo la responsabilidad de dirigir a los Mossos d’Esquadra. Sustituye a Jordi Jané, quien con el ojo atento de la vieja escuela convergente decide dejar la consejería cuando entiende que los planes independentistas de ruptura pasan por utilizar a la policía autonómica como tropa de asalto. Él mismo reconoce posteriormente ante el juez Llarena que temía las consecuencias jurídicas de aquel escenario de desobediencia al que avanzaba sin freno la Generalitat de Puigdemont.

			La entrada de Forn en Interior es uno de los cambios con los que Puigdemont espera acelerar hacia la sedición, tal como los cerebros del proceso independentista acordaron meses antes, cuando las diferencias estratégicas entre Junts y ERC respecto al referéndum, la desconfianza personal y política que se profesan Puigdemont y Junqueras, están a punto de hacer descarrilar la coalición en varias ocasiones. Durante la Semana Santa de 2017 la tensión se ha instalado en el consejo ejecutivo del Govern por la decisión de saber qué departamento (y partido) debe comprar las urnas y repartirlas. Puigdemont y Junqueras deciden que la mejor solución para el independentismo es «externalizar» la coordinación de la consulta ilegal y crean una suerte de «estado mayor» cuya misión también será la de evitar que las tensiones entre los partidos hagan zozobrar en exceso al Govern. En el marco de ese acuerdo, convergentes y republicanos recurren a personas de su máxima confianza para la sala de mandos, con cuatro destacados nombres iniciales, a quienes se les sumarán algunos más con el paso de las semanas. El núcleo duro inicial lo forman el empresario David Madí, hombre de confianza de la familia Pujol y durante años la mano derecha de Artur Mas, el exlíder de ERC y exconsejero Joan Puigcercós, el también exconsejero republicano, de oscuro y violento pasado, Xavier Vendrell, así como el empresario y presidente de la plataforma en favor de las selecciones deportivas catalanas, Xavier Vinyals. Posteriormente se incorporará el empresario mediático Oriol Soler, una pieza clave en la estrategia mediática y en las redes sociales del independentismo del 1-O.

			Con la remodelación del Gobierno catalán llevada a cabo en julio, y el estado mayor actuando entre bambalinas, Puigdemont decide avanzar por la senda unilateral y, después de los atentados yihadistas del 17 de agosto en Barcelona y Cambrils, convertir esta tragedia en la oportunidad para agitar el clima de choque institucional con el Estado. Una forma, entiende, de unir al independentismo político y civil con la vista puesta en el 1-O y dejar claro que el referéndum se celebrará caiga quien caiga.

			En esos primeros pasos del golpe a la democracia de octubre, el mayor de los mossos, José Luis Trapero, actúa como protagonista uniformado y antagonista del coronel de la Guardia Civil, Diego Pérez de los Cobos, con quien volverá a chocar en los días previos y posteriores al 1-O. Tras los atentados asume el rol de actor político uniformado y acentúa en sus intervenciones públicas que ellos son la «policía catalana». Una manera de dar a entender que la Policía Nacional y la Guardia Civil representan los últimos restos de un modelo de seguridad pasado o, como dirá el separatismo más radical, fuerzas de ocupación de un país extranjero. Siguiendo una estrategia paralela a la de Trapero, la Generalitat pone trabas para que policías y guardias civiles participen activamente y aporten más recursos a la investigación de los atentados terroristas, al tiempo que muchos medios de comu­nicación catalanes, que desde el año 2012 han asumido la por­tavocía del agit­prop oficialista, irán construyendo un relato de incompetencia española, inicialmente, para luego sembrar la sombra de la sospecha sobre la implicación de los servicios secretos en el ataque terrorista, dentro de una hipotética operación clandestina para abortar la consulta.

			Con una sociedad española en estado de shock por el ataque islamista, el independentismo utiliza el viaje a la capital catalana del rey y doña Letizia, con el fin de participar en los actos de homenaje a las víctimas, para prepararles una encerrona y lanzar un mensaje de desafío. Cuentan para este propósito con la complicidad de la alcaldesa de Barcelona, Ada Colau, experta navegante entre dos aguas, sin nunca acabar empapada de ningún tipo de responsabilidad. Con las instituciones catalanas detrás, y a pesar de que la mayoría de los 500.000 participantes que acuden el 26 de agosto al paseo de Gracia lo hacen sin banderas ni símbolos políticos, tal como habían pedido los organizadores, la Asamblea Nacional Catalana (ANC) y Òmnium, dirigidos por el estado mayor del procés, colocan estratégicamente a varios centenares de personas detrás de la zona reservada para las autoridades, y dentro del foco de las cámaras de TV3, portando grandes pancartas contra el rey, vinculándolo con la venta de armamento en Oriente Medio, y profiriendo todo tipo de insultos y menosprecios. «Hay que respetar la libertad de expresión», afirma Puigdemont tras un acto que abochorna a muchos catalanes, pero que es una ráfaga de advertencia de que el independentismo esta vez sí va en serio.

			Los ataques al rey desmienten el discurso de la vicepresidenta del Gobierno, Soraya Sáenz de Santamaría, quien desde hace meses está muy presente en Cataluña como emisaria de Mariano Rajoy en la fallida Operación Diálogo. Ella asegura que no habrá arrojo suficiente en el Gobierno catalán para romper la legalidad con el 1-O y que, además, no van a conseguir las urnas para celebrar el referéndum. «No aparecerán las urnas, los chicos lo tienen todo controlado», sostiene Santamaría, cuando falta un mes y medio para el 1-O, en una reunión que mantiene en Barcelona con el líder del PP, Xavier García Albiol, el secretario general, Santi Rodríguez, y el delegado del Gobierno y persona de su confianza en Cataluña, Enric Millo. Según se desprende de esa conversación y de otras que mantiene con Rajoy por las mismas fechas, la vicepresidenta confía tanto en la capacidad del CNI para detectar las urnas si entraban en España como del supuesto talante moderado de Junqueras, que lo llevará a acabar rompiendo la coalición del Govern antes de que «el loco» de Puigdemont cruzara el Rubicón de la unilateralidad.

			El pleno de la vergüenza

			El independentismo llega al mes de septiembre buscando la estrategia jurídica que le permita celebrar el referéndum sin graves consecuencias judiciales, como mucho una larga inhabilitación. La presidenta del Parlament, Carme Forcadell, cuyo fanatismo al frente de la Asamblea Nacional Catalana (ANC), entidad que organiza y arrastra con la ayuda de TV3 a miles de personas a las grandes manifestaciones de la Diada desde 2012, la catapultó políticamente y le permitió convertirse en la segunda autoridad institucional de Cataluña, no lo ve tan claro. Se reúne en privado con Puigdemont y le comunica que piensa respetar los derechos de todos los grupos de la oposición. Una afirmación que no cumple, sin embargo, en los intensos plenos del 6 y 7 de septiembre, en los que la mayoría nacionalista inicia la fase de no retorno al aprobar, ignorando las advertencias del Tribunal Constitucional, el Consejo de Garantías Estatutarias y de los propios servicios jurídicos de la Cámara, las llamadas leyes de ruptura. Un grupo de medidas con las que el Govern pretende transitar del marco autonómico al Estado independiente catalán, su particular «de la ley a la ley».

			Son unas jornadas parlamentarias de alto voltaje, la visualización del anunciado choque de trenes institucional, en las que el separatismo rompe política y sentimentalmente con la mitad de Cataluña y sus representantes en la Cámara. La encargada de abrir fuego, en un pleno con una expectación mediática nunca vista antes, es la secretaria general de ERC, Marta Rovira, quien semanas después huirá a Suiza para no tener que declarar ante la Audiencia Nacional. Voz del sector más duro de los republicanos, Rovira toma la palabra a las diez de la mañana para pedir que se incluya en el orden del día la votación de la Ley del Referéndum de Autodeterminación de Cataluña, bajo el paraguas del artículo 81.3 del reglamento, que fue modificado semanas antes para aprobar justamente esta iniciativa y sin apenas dejar margen para el debate.

			Con el movimiento de Rovira empieza una jornada maratoniana en la que los partidos de la oposición, Ciudadanos, PSC, PP y Catalunya Sí que es Pot (comunes) intentan frenar con los recursos que les ofrece el reglamento del Parlament semejante atropello a sus derechos, exigiendo entre otras medidas un dictamen del Consejo de Garantías Estatutarias sobre la Ley del Referéndum. Nerviosa, presionada por los grupos independentistas, Forcadell convoca hasta en cinco ocasiones a lo largo del día la junta de portavoces y la mesa de la Cámara, y finalmente niega ese derecho a la oposición. La ley del Referéndum se acaba aprobando pasadas las nueve y media de la noche, en un hemiciclo medio vacío, después de que los diputados de Cs, PSC y PP decidieran abandonarlo, y con el independentismo puesto en pie entonando Els segadors. Es la fotografía de una Cataluña partida en dos que se repetirá en el pleno del día siguiente, durante el cual se conoce que el Tribunal Constitucional ha suspendido la ley del Referéndum, y en el que el separatismo aprueba de nuevo por avasallamiento —pese a que no son pocos los diputados de JxSÍ y ERC, entre ellos el consejero de Justicia, Carles Mundó, que consideran que es más prudente aparcarla en un cajón hasta la celebración de la consulta— la Ley de Transitoriedad Jurídica y Fundacional de la República Catalana. Esta norma, entre otras vulneraciones de la separación de poderes, encomienda a un órgano ajeno al Parlament la elaboración del texto de la constitución catalana.

			Los «plenos de la vergüenza», que trataron de derogar la vigencia del Estatut y la Constitución, para sustituirla por una legislación de excepción, impulsan al independentismo irremediablemente hacia el referéndum. La vuelta atrás se antoja cada vez más difícil, y en la despistada Moncloa se empiezan a encender algunas luces de alarma, todavía tenues. Rajoy se plantea por primera vez la aplicación de medidas de control financiero a la Generalitat. Con todo, la batalla vivida en el hemiciclo en esa primera semana de septiembre tiene un efecto positivo para el constitucionalismo catalán, en sus amplios matices ideológicos: por primera vez los partidos aparcan las pugnas electorales y colaboran frente al rodillo separatista. Ese clima de unidad, tan novedoso como efímero, queda retratado con el aplauso que los diputados de Cs, PSC y PP, puestos en pie, dedican al recordado discurso que el portavoz de Catalunya Sí que es Pot y exlíder sindical, Joan Coscubiela, dirige a la bancada independentista.

			El referéndum, cargas policiales y errores

			Con la firma el 6 de septiembre por la noche, tras acabar el pleno, del decreto de convocatoria del referéndum del 1 de octubre, la Generalitat activa la fase de preparación de la infraestructura de la consulta ilegal, con una estrategia del despiste a un Gobierno central que actúa como espectador. La Generalitat y las entidades independentistas Òmnium y ANC, que desde el verano han empezado a introducir en Cataluña por el sur de Francia las diez mil urnas —compradas en junio por un particular a la empresa china Smart Dragon Ballot Expert—, guardándolas con la ayuda de miles de voluntarios hasta el 1-O en casas de particulares, buscan la manera de garantizarse la apertura de suficientes centros de votación. Esta vez ni Colau ni los principales ayuntamientos gobernados por los socialistas se prestan a colaborar, y Puigdemont decide, el miércoles 13 de septiembre, destituir a Lluís Baulenas, presidente del Consorcio de Educación de Barcelona. Sus competencias las asume la consejera de Educación, Clara Ponsatí, para poder tomar el control absoluto de los centros educativos de la capital catalana.

			El Gobierno de Rajoy, cada vez más nervioso y dividido entre el sector de la vicepresidenta Soraya Sáenz de Santamaría, que defiende mantener la prudencia y la confianza en el CNI, y el más duro, que se articula en torno a la ministra de Defensa, María Dolores de Cospedal, envía dotaciones de Policía Nacional y Guardia Civil a Cataluña para complementar la presencia de las fuerzas de seguridad. Son hospedados en hoteles, campings y en los cruceros Rapshody y Moby, alquilados a una empresa privada, llamados «piolines» por estar decorados con estos dibujos animados, lo que alimenta la burla independentista y muestra la escasa infraestructura del Estado en Cataluña. A finales de septiembre, la Guardia Civil, actuando como policía judicial, asesta varios golpes al referéndum. Alguno se celebra como definitivo, al dirigirse al núcleo de la organización de la consulta. Es el caso de la operación del 20 de septiembre, cuando por orden judicial registran los departamentos de Economía, Trabajo y Exteriores, así como una nave del extrarradio barcelonés donde se incautarán de casi diez millones de papeletas. La reacción de la Generalitat, con la ayuda de la ANC y Òmnium, es convocar una gran manifestación independentista delante de la sede del Departamento de Economía, en la barcelonesa Rambla de Cataluña, para bloquear durante horas la comitiva policial.

			Si las votaciones del 6 y 7 de septiembre suponen la ruptura del independentismo, con aquella concentración, liderada por Jordi Sánchez y Jordi Cuixart, el separatismo utiliza por primera vez y de forma desacomplejada a la masa y la algarada callejera como amenaza de violencia. Ocurre en buena parte por la pasividad de los mossos, cuyos mandos se niegan a enviar refuerzos y dispersar a una muchedumbre que con toda impunidad destroza tres todoterrenos de la Guardia Civil, de los que se sustraen varias armas, y cuatro vehículos camuflados. Además, la letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de Instrucción número 13 tiene que salir camuflada entre el público del teatro Coliseum, situado junto al Departamento de Economía, para evitar ser linchada.

			Ese clima de violencia se repite en los días posteriores, en cada una de las actuaciones de las fuerzas de seguridad del Estado, que en una estrategia de resistencia civil se encuentran rápidamente rodeados por varios centenares de separatistas que los desafían y hostigan verbal y físicamente —incluso en los hoteles donde se hospedaban y en las casas cuartel de la Guardia Civil en diferentes municipios catalanes—. Se respiran en Cataluña unos aires de rebelión contra el Estado, agitados por la Generalitat y sus medios, que llegan como un tornado al 1-O, el día en que miles de catalanes, entre los que hay niños y ancianos, pero también grupos organizados y entrenados en la guerrilla urbana, se enfrentan físicamente a las dotaciones policiales para evitar que se incauten de las urnas y precinten los centros escolares. Los primeros choques se producen a partir de las 9.30 horas, cuando de forma precipitada el delegado del Gobierno, Enric Millo, que confía hasta el último momento en que los mossos se encarguen previamente de esa tarea, comprende que la policía autonómica no ha precintado los colegios por la noche, tal como se le había ordenado. A partir de ese momento entran en acción la Policía Nacional y la Guardia Civil.

			La foto deseada

			«Si votamos, hemos ganado, si no, ganan ellos» es la reflexión que, a modo de lema colectivo, se repiten unos a otros en el Govern para seguir adelante pese a las serias dudas que tienen en ese momento de poder concluir con éxito la empresa 1-O. La foto de las personas enfrentándose y siendo contenidas por la policía había sido un viejo sueño húmedo del independentismo —incluso algunos dirigentes separatistas en privado habían comentado la importancia estratégica que tendría «el primer muerto»— hecho ahora realidad. Para inconfesada satisfacción nacionalista, a lo largo del día 1-O, cuando al Palau de la Generalitat empiezan a llegar imágenes de las cargas, la sensación de victoria es general. «Porras contra urnas, violencia contra civismo» es el mensaje que acompaña la foto de la votación de Puigdemont en un colegio de Cornellà de Terri (Gerona), al que llega después de despistar gracias a un grupo de mossos al helicóptero de la Policía Nacional que lo seguía. La humillación independentista al Gobierno es absoluta, mientras PSOE y Podemos critican al PP por la «dureza» de la intervención policial.

			Esa sensación de victoria por la demostración de desobediencia civil colectiva convence al Govern de que la declaración unilateral de independencia puede tener éxito. Pero la realidad es que el Ejecutivo de Puigdemont no tiene preparada una hoja de ruta hacia la DUI, como tampoco están listas las llamadas «estructuras de Estado» que habían pregonado en los meses anteriores. Todo es improvisación, con algunos aciertos y muchos errores. La primera decisión del Govern es utilizar las imágenes de violencia del 1-O para ganar apoyos internacionales —confían que tras la DUI en el Parlament algunos países reconozcan la República Catalana como sujeto político soberano— y mantener movilizado al simpatizante independentista, con una suerte de huelga general «de país», que convoca el minúsculo sindicato separatista Intersindical-CSC para el 3 de octubre. Esta acción es seguida por decenas de miles de separatistas que cierran sus negocios, no acuden a sus puestos de trabajo y se manifiestan en distintos puntos de Cataluña exigiendo la aplicación del resultado del 1-O —la victoria del sí con el 90 por ciento de los votos y una participación del 43 por ciento—, y hostigan durante horas en actitud hostil comisarías, juzgados y otros edificios de instituciones del Estado. No calculan posibles reacciones del Estado, como la que se produce esa misma noche, cuando se ven sorprendidos por el discurso del rey. «Fue nuestra gran oportunidad perdida, nunca tuvimos tanta fuerza en la calle y legitimidad moral como ese día», admitiría semanas después uno de los consejeros huidos a Bélgica.

			El discurso del rey

			Con sus dudas, el 3 de octubre el golpe al orden constitucional continúa, ante la pasividad de un Gobierno zombi, lo que obliga al rey a dar un paso al frente y pronunciar esa noche un discurso histórico por decisivo, y que sorprende tanto al independentismo como a Moncloa, que no estaba informada de que don Felipe se iba a dirigir a la nación, y trata de frenarlo. Sin preámbulos ni circunloquios diplomáticos, en unas horas en las que muchos ciudadanos en Cataluña y el conjunto de España se preguntan dónde está y qué hace el Gobierno de Rajoy, el rey retransmite un mensaje televisivo en el que subraya la gravedad de lo que está ocurriendo. Una verdad incómoda tanto para el Ejecutivo del PP, que ha asegurado tenerlo todo bajo control, como para aquellas voces que desde la izquierda, como Podemos y sectores del PSOE, el nacionalismo del PNV o el empresariado catalán habían dado cobertura al proceso independentista durante años. Dirigiéndose a todos los españoles y no sólo a los catalanes, el rey da un puñetazo sobre la mesa que tiene la virtud de impulsar la gran movilización constitucionalista en Barcelona el 8 de oc­tubre.

			«Desde hace ya tiempo, determinadas autoridades de Cataluña, de una manera reiterada, consciente y deliberada, han venido incumpliendo la Constitución y su Estatuto de Autonomía, que es la Ley que reconoce, protege y ampara sus instituciones históricas y su autogobierno. Con sus decisiones han vulnerado de manera sistemática las normas aprobadas legal y legítimamente, demostrando una deslealtad inadmisible hacia los poderes del Estado. Un Estado al que, precisamente, esas autoridades representan en Cataluña», afirma Felipe VI. Acto seguido, se dirige a los catalanes no independentistas, que se sienten trai­cionados por el Govern de la Generalitat y abandonados por el Gobierno español. «Sé muy bien que en Cataluña también hay mucha preocupación y gran inquietud con la conducta de las autoridades autonómicas. A quienes así lo sienten, les digo que no están solos, ni lo estarán; que tienen todo el apoyo y la solidaridad del resto de los españoles, y la garantía absoluta de nuestro Estado de derecho en la defensa de su libertad y de sus derechos», les dice a todos ellos.

			El independentismo hace burla de las palabras del monarca y convoca una cacerolada a la hora de su retransmisión televisiva para silenciarla, sin percatarse de la importancia de un discurso que va a cambiar radicalmente el escenario. Tras el pronunciamiento del rey, llegarán los anuncios en cadena de la salida de Cataluña de miles de empresas, entre ellas CaixaBank y Banco de Sabadell, avanzando un escenario de ruina económica para la hipotética Cataluña independiente. Pero, sobre todo, el monarca ofrece seguridad a los miles de catalanes que hasta ese día estuvieron observando desde casa los acontecimientos. Cambia su estado de ánimo. Es el inicio de una revolución cívica, espontánea, en defensa de los valores constitucionales y el pluralismo de la sociedad catalana que eclosiona en la manifestación del 8 de octubre que, organizada por la entidad Societat Civil Catalana, reúne a un millón de personas.

			El espíritu del 8 de octubre

			Barcelona se despierta teñida de rojigualda y con aroma a revuelta cívica. Las banderas de España escalaron de madrugada a balcones donde nunca antes se vio emblema alguno, anunciando el despertar de una Cataluña silenciada por la Generalitat y su entramado de poder, así como eternamente abandonada, en cada pacto, tras cada cesión de los gobiernos de España con el nacionalismo por el apoyo circunstancial de un puñado de escaños en el Congreso. La inesperada y rotunda irrupción del constitucionalismo ciudadano en el «otoño caliente» con esta multitudinaria manifestación de personas venidas de barrios acomodados y populares de la ciudad condal, llegadas en tren, coche y autobuses de los puntos más diversos de la geografía catalana, descoloca a los dirigentes independentistas.

			Los llamados «otros catalanes» han despertado para mostrar al mundo que no están dispuestos a dejarse avasallar, logrando entre otras cosas que la prensa internacional cambie su relato y pare de repetir el argumentario nacionalista de que la independencia es una voluntad mayoritaria de un «pueblo oprimido». Por primera vez en las grandes cabeceras y noticiarios internacionales se habla de la existencia de dos Cataluñas enfrentadas, de un conflicto interno entre catalanes y no de Cataluña contra España como quiere presentarlo el independentismo.

			Hacia la DUI

			El impacto de la manifestación, que los medios de comunicación públicos catalanes tratan de deslegitimar presentándola como un acto repleto de ultras y fascistas, traspasa las fronteras españolas, y el separatismo empieza a perder la decisiva batalla del relato internacional. Con todo, el independentismo mantiene la fecha del 10 de octubre para la celebración del pleno en el que se deberá votar la declaración de independencia. Puigdemont se plantea hacer declarar la independencia y dejarla en suspenso para abrir una negociación bilateral con el Gobierno sobre la ruptura «pactada» de Cataluña con el conjunto de España. Apoyan esta decisión la mayoría de los consejeros del Govern, excepto Ponsatí, que pide declarar la República y hacerla efectiva, y Junqueras, que prefiere no votar y jugar a un cierto misterio. Por su parte, la republicana Rovira expresa su enfado con esta estrategia y el grupo parlamentario de la CUP habla de traición. En ese clima de división en el independentismo y desconcierto, Puigdemont ha abierto un canal de diálogo con el lehendakari Iñigo Urkullu, que a su vez habla con el Gobierno de Rajoy para encontrar una «solución dialogada» al conflicto. En el pleno del 10 de octubre, con una gran expectación independentista cerca del parque de la Ciudadela, sede del Parlament catalán, y donde varios miles de personas siguen por unas pantallas gigantes la retransmisión del pleno como si de un partido de fútbol Barça-Madrid se tratase, Puigdemont declara la independencia de Cataluña y la suspende segundos después. Justifica la polémica decisión de suspender «los efectos de la declaración de independencia» por su intención de que «en las próximas semanas emprendamos un diálogo sin el cual no es posible llegar a una solución acordada».

			A la gran decepción que provoca la suspensión de una República Catalana que no ha llegado al minuto de vida la siguen, antes de la nueva declaración del 27 de octubre, todo tipo de mediaciones para buscar una solución negociada. Lo intenta el arzobispo de Barcelona, Juan José Omella, que habla tanto con Puigdemont como con el muy católico Junqueras, y un grupo de empresarios catalanes, entre los que se encuentran Gonzalo Rodés y Mariano Puig, hablan con el rey. Las élites catalanas, que desde el año 2012 habían aplaudido el proceso independentista o habían mirado hacia otro lado, maniobran para impedir que el Parlament vuelva a declarar la independencia y reclaman cesiones en Madrid. Ni Moncloa ni Zarzuela se mueven de sus posiciones y el separatismo está dividido. Puigdemont es partidario de volver a convocar elecciones, como explicará el propio Urkullu en su declaración ante en el Tribunal Supremo ante el juez Marchena, entre otras razones porque el Gobierno de Rajoy amenaza con activar el artículo 155 de la Constitución. Las condiciones de Puigdemont para evitar la DUI las traslada a Rajoy por vías indirectas: debe liberar a Jordi Cuixart y Jordi Sánchez, investigados por su participación en el asedio al Departamento de Economía, que no actúe más la justicia contra los organizadores del 1-O y que se retiren todos los cargos que penden sobre Artur Mas, Joana Ortega e Irene Rigau por la consulta del 9-N.

			La posibilidad de optar por unos nuevos comicios autonómicos es largamente debatida en una reunión en la sala Tàpies del Palau de la Generalitat, el 25 de octubre, a la que asisten además del Gobierno catalán en pleno el cantante y diputado Lluís Llach, el empresario Oriol Soler y el Síndic de Greuges, Rafael Ribó. La división estratégica queda patente desde el primer momento, y Puigdemont ve cómo ERC, sobre todo su secretaria general, Marta Rovira, lo presiona para que declare la DUI y la haga efectiva. A las dos de la madrugada, en algunos grupos telefónicos independentistas reciben el siguiente mensaje: «Game over, independencia». Puigdemont ha dicho que habrá elecciones.

			Sin embargo, al día siguiente se produce otro cambio inesperado de guion. ERC y la CUP maniobran en las redes sociales para que actúen las bases independentistas contra Puigdemont, quien en ese momento intenta recibir la garantía de Rajoy de que si no declara la DUI el Ejecutivo del PP no aplicará el artículo 155. La vicepresidenta Santamaría le dice que sí, pero el presidente catalán exige un documento por escrito, que no llegará. A la misma hora que una manifestación independentista convocada por la CUP llega a la plaza Sant Jaume, el diputado de ERC en el Congreso Gabriel Rufián escribe un mensaje en su cuenta de Twitter: «155 monedas de plata», acusando a Puigdemont de traidor, lo que enfurece al presidente y su entorno. Esa presión y el hecho de que parte del grupo parlamentario del PDeCAT no esté de acuerdo con las elecciones, hacen dudar a Puigdemont, que después de haber sido el presidente que ha hecho posible el 1-O no está dispuesto a quedar en los libros de historia como un botifler. Las presiones tienen efecto, y provocan que Puigdemont dé un nuevo volantazo y decida declarar la independencia de Cataluña en el pleno del 27-O.

			El que debe ser un día histórico para el secesionismo llega, no obstante, envuelto en un clima raro. No hay euforia en la calle, más bien preocupación. Ni en el Parlament, donde se mezcla la sensación de vértigo de los miembros del Govern, que temen una intervención policial durante el pleno, con la ilusión de algunos alcaldes que han acudido con su vara de mando. El discurso de la declaración de independencia está vacío de épica, el tono de Puigdemont es sombrío, y las celebraciones de los diputados tras aprobarse la secesión tienen algo de impostadas. ¿Y ahora qué?, se preguntan muchos catalanes, que ven como el Govern no arría la bandera española del Palau de la Generalitat, en la calle no hay apenas celebraciones independentistas y no llega ninguno de los apoyos internacionales a la Cataluña independiente que los líderes independentistas habían prometido.

			Aquella tarde, Puigdemont, que ya ha empezado a preparar su fuga a Bélgica, convoca al Govern en el Palau. No acuden los republicanos Carles Mundó ni Oriol Junqueras, quien se encuentra escondido por miedo a ser detenido. ERC lo excusa diciendo que «está indispuesto», lo que no evita la indignación de los consejeros del PDeCAT y del propio Puigdemont, quien siempre ha considerado que Junqueras es un cobarde. En este ambiente de desconfianza entre los socios del Ejecutivo, el presidente decide no activar por ahora los 41 decretos de la Ley de Transitoriedad Jurídica hacia la República, principalmente porque no están preparadas las llamadas «estructuras de Estado» de las que estaba encargado Junqueras y su equipo.

			Casi a la misma hora en el que el Gobierno catalán decide qué hacer, Rajoy comparece, ya con el aval del Senado, ante los medios para anunciar la aplicación del artículo 155 de la Constitución, el cese en pleno del Govern y la convocatoria de elecciones autonómicas para el 21 de diciembre. En ese momento, la consejera Ponsatí es la primera que habla en la reunión del Govern de escapar al extranjero: «Me voy a París». Es el inicio de la desbandada. Por la noche, algunos dirigentes independentistas dormirán en una masía de Francia, pero Puigdemont se guarda para el sábado un último desafío al Estado. Así, comparece ante los medios de comunicación en Gerona, después de pasear por el centro y recibir muestras de afecto de muchos vecinos, y, sin hablar directamente de independencia, llama a la «oposición democrática» ante la aplicación del 155. Dicho esto, el expresidente de la Generalitat, con la ayuda de un grupo de mossos y sin que la ejecutiva de su partido sepa dónde está y qué va a hacer, se escapa en coche a Marsella, donde toma un avión con dirección a Bruselas. En los próximos días lo siguen otros consejeros, como Toni Comín, Lluís Puig, Meritxell Serret, mientras la mayoría declarará ante la Audiencia Nacional y entrarán en prisión preven­tiva.

			No hay rastro de la resistencia civil al 155 que pide Puigdemont. En cambio, el constitucionalismo sí hace otra demostración de fuerza el 29 de octubre con una multitudinaria manifestación en el centro de Barcelona. Convocada por Societat Civil Catalana bajo el lema «Todos somos Cataluña», la marcha se transforma con el grito «¡votaremos!» en una llamada colectiva a acudir en masa a las urnas el 21-D. Existe la creencia de que es posible ganar las elecciones y de acabar con la hegemonía nacionalista que durante cuatro décadas ha gestionado Cataluña como su masía particular. Este sentimiento colectivo de cambio impulsa semanas después a Inés Arrimadas, quien pese a su juventud ha logrado convertirse en el principal referente político del constitucionalismo, a la victoria en número de votos y escaños en las urnas.

			Un resultado sobre el nacionalismo catalán que ni el PSC de Pasqual Maragall había logrado, pero que a la postre resulta insuficiente para gobernar, aunque entierra el discurso nacionalista de la hegemonía social. Los tres partidos independentistas logran retener la mayoría parlamentaria y poco a poco, gracias a las cesiones de Rajoy, primero, y después de Pedro Sánchez, así como a los errores de gestión de Cs de su victoria electoral —renunciando a liderar en Cataluña la oposición para centrarse en la carrera de Albert Rivera hacia la Moncloa—, volverán a recuperar todos los espacios de poder perdidos, despreciar a los catalanes no independentistas y preparar la segunda fase del procés.
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			El Estatuto de Autonomía como pretexto

			Antonio Santamaría
Periodista y escritor

			A menudo se afirma que la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el Estatut d’Autonomia fue el detonante del proceso soberanista y del giro independentista del catalanismo conservador. Una aseveración muy discutible si se examina el proceso de elaboración del Estatut y las reacciones a la sentencia.

			A diferencia del Estatut de Sau (1979), el de 2006 no fue producto de una reivindicación popular en el marco de la recuperación de las libertades democráticas, sino el resultado de estrategias de las élites políticas, como revelaron las sucesivas encuestas de opinión. La reforma se gestó en la legislatura de la mayoría absoluta de José María Aznar (2000-2004), cuando Convergència i Unió (CiU) se comprometió a no emprender reformas constitucionales ni estatutarias. Esto fue percibido por el socialista Pasqual Maragall como la gran oportunidad para batir a CiU en su propio terreno, cuando Pujol encaraba la delicada operación sucesoria. Según publicó El País (19 de junio de 2006), la idea surgió durante un almuerzo el 21 de octubre de 1998, en el que Maragall convenció al líder de ERC, Josep-Lluís Carod-Rovira, de la necesidad de «añadir» al Estatut nuevas cuestiones como la inmigración, la presencia de la Generalitat ante la Unión Europea o una Carta de Derechos Sociales.

			En noviembre de 2001, a principios de la última legislatura presidida por Jordi Pujol (1999-2003), se constituyó la Comissió d’Estudi sobre l’Autogovern, auspiciada por el PSC, ICV y ERC, que presentaron en el Parlament un documento conjunto para reformar el Estatut sobre tres ejes: 1) aprovechar los mecanismos de la Constitución y del Estatut para ampliar el autogobierno y reconocer el carácter plurinacional del Estado; 2) reformar una serie de leyes orgánicas, y 3) garantizar la presencia de la Generalitat en la Unión Europea.

			El reto planteado en su propio terreno desconcertó a la dirección convergente. Pujol mostró su escepticismo y volvió a plantear su fórmula para mejorar el autogobierno mediante la «lectura generosa de la Constitución» y la aplicación del artículo 150 de la Carta Magna, que prevé la transferencia a las autonomías de competencias exclusivas del Estado. Días después, su delfín, Artur Mas, presentó un extenso documento concretando estos principios. Sin reformar la Constitución ni el Estatut, aunque sí gran número de leyes orgánicas y aplicando el artículo 150, Cataluña se convertiría en la administración única del país. Este planteamiento halló la rotunda negativa de Aznar y sirvió de pretexto a Mas para romper los pactos con el PP.

			En el debate de política general del 3 de octubre de 2002, CiU y ERC aprobaron una resolución para reformar el Estatut en la próxima legislatura, con la abstención del PSC y el voto contrario del PP. Ante la falta de consenso, CiU dio carpetazo a la Comissió per l’Autogovern. Mas tenía un as guardado en la manga. El 22 de octubre de 2002, en un acto de masas, desgranó el contenido de la reforma para dar un salto cualitativo en el autogobierno, presentado como la «Constitución interna de Cataluña», producto de un pacto bilateral entre la Generalitat y el Estado, basado en el reconocimiento y actualización de los derechos históricos del país y la soberanía compartida, expresión del carácter plurinacional del Estado. El 14 de noviembre de 2002 se aprobó en el Parlament una moción de ERC, con los votos de todos los grupos excepto el PP, para reformar el Estatut en la próxima legislatura. Este acuerdo encontró la dura respuesta de Aznar y la contundente réplica de Mas en funciones de portavoz de los partidos catalanistas.

			El proyecto de reforma estatutaria impulsado por Maragall para evidenciar la sumisión de CiU al PP se volvió en su contra, y situó el autogobierno en el centro del debate político, favoreciendo las expectativas de Mas. Así, en las autonómicas del 16 de noviembre de 2003, todas las formaciones, salvo el PP, presentaron no sólo sus programas de gobierno, sino sus proyectos de nuevo Estatut. Desde la propuesta soberanista de ERC al federalismo asimétrico del PSC hasta el federalismo de libre asociación de ICV.

			El Pacto del Tinell, la argamasa del tripartito de izquierdas presidido por Maragall, puso fin a veintitrés años de hegemonía pujolista y constaba de dos puntos esenciales: vetar al PP de los pactos de gobierno o legislatura, que lo excluía del consenso estatutario, y redactar el nuevo Estatut. Ahora bien, su aprobación precisaba de una mayoría de dos tercios del Parlament, algo imposible de conseguir sin el concurso de CiU, que apuró al máximo su minoría de bloqueo exigiendo un texto de máximos que ya recortarían las Cortes españolas.

			En febrero de 2004 se constituyó la ponencia para redactar el Estatut. Al mes siguiente se produjo la inesperada victoria de José Luis Rodríguez Zapatero, quien en la campaña electoral prometió apoyar el texto que surgiese del Parlament, lo cual facilitaba extraordinariamente la tramitación de la reforma. Sin embargo, a medida que se conocía su contenido, se dispararon las alarmas en el PSOE, no sólo por la definición de Cataluña como nación, sino por la modificación de leyes orgánicas, como la del Poder Judicial, un modelo de financiación como el vasco, la extensión de las competencias de la Generalitat a aquellas no atribuidas expresamente al Estado y por establecer el deber de conocer el catalán, que la Constitución reserva al castellano. El postulado de la singularidad nacional de Cataluña, pilar del preámbulo y del principio de bilateralidad, se apoyaba en una concepción tradicionalista e historicista, convirtiendo los «derechos históricos» en base del autogobierno y vinculando la idea moderna de la «eurorregión» con la Corona de Aragón. Como observó maliciosamente el líder democristiano, Josep Antoni Duran i Lleida, el PSC presentaba como propio un Estatut con los contenidos de CiU.

			La negociación entre CiU y el tripartito estuvo a punto de descarrilar en el pleno extraordinario sobre el hundimiento de varios edificios en el barrio de El Carmel, el 24 de febrero de 2005. Tras un duro cruce de réplicas y dúplicas entre Mas y Maragall, éste lanzó la bomba: «Ustedes tienen un problema, y ese problema se llama 3 por ciento», en alusión a las comisiones ilegales en la adjudicación de obra pública denunciadas ese mismo día por el editorial de El Periódico de Catalunya. Mas, sorprendido por la embestida, amenazó con «mandar a hacer puñetas la legislatura», reforma del Estatut y sistema de financiación incluidos, si no retiraba esas palabras. Se desencadenó una grave crisis política. Mas exigió a Maragall que rectificase, y ante su negativa presentó una querella contra él por injurias y calumnias. Finalmente, Maragall presentó unas excusas genéricas y Mas retiró la querella. El gesto fue tan descarnado que se extendió la impresión de que, para salvar la reforma estatutaria, el tripartito se avenía a tapar la corrupción sistémica convergente.

			Superada la crisis, se encaró la recta final de las negociaciones. El 28 de septiembre de 2006 se inauguró la decisiva sesión parlamentaria sin acuerdo entre PSC y CiU sobre el modelo de financiación y con el Estatut en el alero. Al día siguiente, el president del Parlament suspendió durante tres horas el pleno para que los negociadores de los cuatro partidos suscribiesen una enmienda transaccional en la que se eliminaron las alusiones al concierto económico, pero asumiendo gran parte de las tesis convergentes. Tras la votación se escenificó la imagen unitaria de los diputados de pie cantando Els segadors. Pujol, en su papel de patriarca, se personó en el Parlament para bendecir el Estatut y felicitar a Maragall y Mas.

			El segundo trámite que tenía que superar el Estatut era su aprobación por las Cortes españolas. Previamente, el 21 de enero de 2006, Zapatero y Mas se reunieron en la Moncloa durante siete horas, donde CiU asumió los recortes precisos para encajar el texto con la Constitución. La reunión significó la desautorización de Maragall y abrió su tumba política. También mostró la errática estrategia de CiU, que forzó un texto de máximos en Barcelona para rebajarlo en Madrid. El pacto escenificó que CiU continuaba siendo el interlocutor catalán privilegiado en Madrid en los temas importantes. Así, debidamente «cepillado» por la comisión constitucional del Congreso, presidida por Alfonso Guerra, fue aprobado en marzo de 2006 con el voto en contra del PP.

			El tercer y último trámite fue el referéndum. El posicionamiento de ERC, cuyas bases desautorizaron a su dirección imponiendo el no al Estatut, provocó su expulsión temporal del gobierno. La consulta, celebrada el 18 de junio de 2006, con un 51,4 por ciento de abstención, 20,7 por ciento de votos en contra y 5,3 por ciento de votos en blanco, implicaba que el nuevo Estatut nacía con unos apoyos significativamente inferiores al anterior, que contó con una participación del 59,7 por ciento, 7,7 por ciento negativos y 3,5 por ciento en blanco.

			Aprobado el Estatut, se disolvió el Parlament y se convocaron elecciones para el 1 de noviembre de 2006. El PSC sustituyó a Maragall por José Montilla, ministro de Industria, secretario general del partido y hombre de confianza de Zapatero en el socialismo catalán. El resultado electoral mostró que la reforma estatutaria había supuesto un notable desgaste para el PSC y la recuperación de CiU al poner en el centro del debate político la cuestión nacional. La abstención (44 por ciento) se elevó en siete puntos y medio respecto a las autonómicas de 2003. Por primera vez desde 1999 y 2003, cuando el PSC ganó a CiU en votos pero no en escaños, la federación nacionalista superó a los socialistas con una diferencia a su favor de 139.000 votos y 11 escaños. No obstante, el pacto tripartito volvió a funcionar, condenando a CiU a continuar en la oposición. Por primera vez un político procedente de la inmigración asumía la presidencia de la Generalitat, rompiendo uno de los tabúes de la política catalana. También, por primera vez desde los tiempos del PSA, entró en el Parlament con tres diputados Ciutadans, una fuerza extramuros del catalanismo, expresando el malestar de sectores de las bases sociales de la izquierda por la sumisión al nacionalismo.

			Acaso si tras veintitrés años de hegemonía pujolista se hubiera priorizado la resolución de los graves déficits sociales del país, se hubiese inaugurado un largo período de mayorías socialistas. El propio Maragall, en una entrevista al diario italiano Europa en abril de 2007, declaró arrepentirse de haber impulsado el Estatut y que fue un error plantear la reforma sin antes modificar la Constitución. Además, confesó sentirse «traicionado» por Zapatero.

			Por su parte, el PP impulsó una dura campaña contra el Estatut con recogida de firmas y cuñas publicitarias. Tras su entrada en vigor, el 18 de junio de 2006, fue recurrido ante el Tribunal Constitucional desde siete instancias: el PP a través de sus diputados y senadores, el Defensor del Pueblo y cinco comunidades autónomas (Murcia, La Rioja, Aragón, Valencia y Baleares), todas ellas gobernadas por el PP.

			Se inició un largo compás de espera de cuatro años y medio, envuelto en una gran polémica sobre la imparcialidad del Tribunal Constitucional, formado por seis magistrados conservadores y seis progresistas. Se desencadenó una guerra de recusaciones entre la Generalitat, el PSOE y el PP sobre cuatro magistrados, que sólo afectó al progresista Pablo Pérez Trech. Además, cuatro magistrados que habían agotado su mandato continuaron en el TC debido al bloqueo del PP a su renovación y que, tras la recusación de Pérez Trech, aseguraba una mayoría conservadora. Todo ello contribuyó a erosionar la legitimidad del TC, ampliamente alimentada desde los medios nacionalistas. Aquí se observó el error cometido por la eliminación del recurso previo de inconstitucionalidad para los Estatutos de Autonomía incluido en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional de 1979, que fue suprimido en 1985. Esto hubiera evitado la contradicción democrática que supuso que una ley aprobada por los legislativos español y catalán y refrendada por la ciudadanía fuera modificada por una instancia judicial. Este problema fue subsanado por la modificación de la citada ley en 2015, que recuperó el recurso previo de constitucionalidad.

			Por otro lado, ante la inminente sentencia, el 26 de noviembre de 2009 doce diarios catalanes publicaron el editorial conjunto, titulado «La dignitat de Catalunya», en el que se advertía en tono amenazante sobre las consecuencias de una sentencia desfavorable que cuestionaría el pacto constitucional y desencadenaría una radicalización del movimiento nacionalista. Un polémico editorial en el sentido de suponer una presión, para algunos intolerable, sobre el alto tribunal.

			El 28 de junio de 2010 se emitió la esperada sentencia. El TC resolvió, por seis votos a favor y cuatro en contra, la constitucionalidad de la mayor parte de los 223 artículos, y declaró 14 inconstitucionales. El núcleo de la sentencia se expresó en
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